
En cuanto a los retos y oportunidades en materia de violencia de género, la Consejería de Igualdad, 
Políticas Sociales y Conciliación ha puesto en marcha en 2021 la Ventanilla Única para la atención a las 
víctimas de violencia de género. El decreto tiene por objetivo centralizar el acceso al conjunto de recursos 
existentes en la Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales destinados a la 
ciudadanía en general y, en especial, a las víctimas de violencia de género.

También a finales de 2020, el Consejo de Gobierno aprobó la formulación del Plan Integral de Sensibilización 
y Prevención contra la Violencia de Género y se encomendaba a la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación, a través del Instituto Andaluz de la Mujer (IAM), su coordinación y elaboración. Este plan, 
con vigencia para el periodo comprendido entre 2021 y 2025 y opción a prórroga de dos años a finales de 
2021, aún no ha visto la luz.

2.9.  Garantizar el derecho a la vivienda
Garantizar el derecho a la vivienda era uno de los desafíos que planteábamos en el Informe Extraordinario 

COVID-19. Sin embargo, la pandemia ha dejado aún más en evidencia los desequilibrios del mercado de 
la vivienda y las carencias de las políticas públicas existentes a este respecto.

El acceso a una vivienda en condiciones asequibles constituye en nuestro país un problema estructural 
de gran complejidad, resultado de diferentes factores, evidenciando todas los estudios y estadísticas que 
España está a la cola de Europa tanto en los porcentajes de vivienda pública e inversión en políticas de 
esta naturaleza, como en cuanto a la asequibilidad de las viviendas y los recursos que deben emplearse 
para costearse una.

De hecho, en el curso de estos dos años la problemática referida a la vivienda ha estado muy presente 
en la agenda política y en los titulares de los medios de comunicación. En particular, el contenido del 
anteproyecto de ley de vivienda ha protagonizado discusiones en los ámbitos político y económico, con 
grandes enfrentamientos respecto a las medidas necesarias para satisfacer el derecho a la vivienda, en 
particular respecto a la conveniencia o no de limitar 
del precio de los alquileres y su compatibilidad con 
el respeto del derecho a la propiedad. Más allá del 
contenido concreto de la ley, que dependerá de 
la tramitación parlamentaria que corresponde al 
poder legislativo, creemos que nos encontramos 
ante una oportunidad única de garantizar de forma 
efectiva el artículo 47 de la Constitución Española, 
implementando políticas públicas que garanticen 
el acceso a una vivienda digna y blindando una 
inversión presupuestaria a la alturas del reto.

Esta ambiciosa empresa requiere grandes acuerdos que aseguren políticas a medio y largo plazo dirigidas 
al progresivo aumento del parque público de vivienda social en alquiler. En el corto, urgen medidas y 
ayudas para reducir el elevado esfuerzo que hacen actualmente las familias para sufragarse una vivienda 
y especialmente los colectivos vulnerables que ni siquiera con ayudas directas pueden acceder al alquiler.

Desde el Defensor del Pueblo Andaluz hemos podido comprobar que gracias a la suspensión de desahucios 
de personas y familias vulnerables se han podido retrasar muchos lanzamientos, dando a las familias y a 
las administraciones públicas un poco más de tiempo para la búsqueda de una alternativa habitacional, si 
bien en la mayoría de los casos el único recurso de que disponen las administraciones es la concesión de 
una ayuda puntual para un nuevo alquiler que a menudo no solventa el problema.

Sobre los desahucios, estudiamos las diferentes situaciones que se nos presenta por la ciudadanía y 
recordamos que, conforme a la jurisprudencia nacional e internacional, las administraciones con 
competencias en la materia deban adoptar todas las medidas necesarias, hasta el máximo de sus recursos 
disponibles, para satisfacer el derecho a la vivienda de las familias vulnerables que se enfrentan al desahucio 
de su vivienda.

“Deben satisfacer el 
derecho a la vivienda 

de las familias más 
vulnerables”
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En cuanto a las dilaciones ya existentes en la tramitación de las ayudas al alquiler correspondientes a la 
convocatoria del año 2018, los datos hablan por sí solos ya que, tres años después, la misma sigue sin 
concluirse en algunas provincias. No así las dos convocatorias que se pusieron en marcha en el año 2020 
para hacer frente a la crisis económica derivada de la pandemia, pues si bien en ambas se incumplieron 
los plazos previstos en sus respectivas bases reguladoras, se han visto beneficiadas por una tramitación 
más ágil y por la priorización de recursos humanos destinados a esta tarea.

La habitabilidad adecuada de las viviendas también era objeto de nuestra preocupación y en este sentido 
ha de aludirse a la Orden de 21 de diciembre de 2020, por la que se convocaron, en régimen de concurrencia 
competitiva, subvenciones para la rehabilitación de viviendas en la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
Sigue pendiente el reto de establecer servicios de intermediación entre personas inquilinas y arrendadoras, 
aún inexistentes en la inmensa mayoría de territorios, bien directamente por las administraciones, bien a 
través de entidades del Tercer Sector, a fin de sortear con los obstáculos que habitualmente se enfrentan 
quienes, en una situación económica inestable o precaria, ni siquiera con ayuda económica de los organismos 
públicos, pueden acceder a un contrato de alquiler.

Asimismo, seguimos atentos a las iniciativas de desmantelamiento de los núcleos chabolistas o de 
infraviviendas aún existentes en nuestra Comunidad Autónoma y la reubicación de la población residente 
en viviendas dignas y adecuadas a través de planes multidisciplinares de integración social a través del 
empleo, educación…, caso por ejemplo de la barriada de los Asperones de Málaga.

2.10.  Lucha contra el cambio climático. Transición Energética. 
Sostenibilidad

Señalábamos en el Informe Extraordinario elaborado tras el confinamiento que era importante, en el 
proceso de vuelta la normalidad, que las decisiones que adoptásemos incorporaran una componente de 
sostenibilidad ambiental. Todas estas metas y retos tenían un objetivo común: impulsar nuestro modelo 
económico y social hacía fórmulas respetuosas con el medio ambiente.

Si valoramos en qué medida hemos avanzado en la consecución de este objetivo común, habremos de 
concluir que hemos sentado las bases para caminar en la dirección correcta, pero que aun estamos al comienzo 
del camino y la meta se antoja lejana y compleja de alcanzar.

En este año se han aprobado numerosas normas que sientan las bases para el que debe ser un proceso 
de transición hacia una sociedad mas sostenible. Entre estas normas merecen ser destacadas la Ley estatal 
7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética y el Decreto andaluz 234/2021, de 
13 de octubre, por el que se aprueba el Plan Andaluz de Acción por el Clima.

Junto a estas normas se han diseñado planes y 
estrategias de actuación que servirán para orientar 
los procesos de transición en materia energética y 
ambiental, canalizando los recursos destinados a 
alcanzar estos fines, en particular los cuantiosos 
fondos procedentes del programa Next generation 
aprobado por la Unión Europea.

No obstante, a pesar de este positivo avance en materia normativa y presupuestaria, decíamos antes 
que aún estamos al comienzo del camino y la meta se nos antoja lejana y compleja de alcanzar. Hemos 
descubierto, con pesar, lo arduo que resulta trasladar los proyectos y las estrategias desde el papel de las 
normas a la realidad del terreno.

Buen ejemplo de ello lo tenemos en el proceso de transición energética, que pretende fomentar la 
implantación de energías renovables como alternativa a los combustibles fósiles, dentro del proceso de 
descarbonización de nuestra economía.

“Avancemos en el proceso 
de transición energética 

ante el cambio climático”
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